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Sección Artículos
La capitalidad. ¿Un coste de centralidad? Estudio  
de un caso
María Cadaval *
RESUMEN: En el mundo progresivamente urbano en el que vivimos, repleto de 
fenómenos de congestión y de problemas de movilidad que emanan de aglome-
raciones casi siempre mal gestionadas, o, simplemente, no gestionadas, emergen 
con claridad las dificultades derivadas de la explotación del centro por parte de los 
anillos suburbanos. Esta situación se ve agravada cuando el municipio es, además, 
capital. Así, pues, en el presente trabajo estudiamos, en primer lugar, la existencia 
de explotación para, en segundo término, proceder al estudio de un caso concreto: 
Santiago de Compostela, ciudad para la cual se han constatado y cuantificado las 
cargas de centralidad.
Clasificación JEL: H21, H23, H77, R12, R41, R51.
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The capital. Cost of centralit? Case study
ABSTRACT: In the increasingly urban world in which we live, replete with phe-
nomena of congestion and mobility problems often stem from poorly managed 
clusters, or simply not run, emerge clearly the difficulties arising from the opera-
tion of the center by suburban rings. This situation is exacerbated when the city 
is also capital. Thus, in this paper we study first the existence of exploitation to, 
secondly, to proceed to a specific case study: Santiago de Compostela, a city to 
which they have been found and quantified the central charges.
JEL Classification: H21, H23, H77, R12, R41, R51.
Keywords: spillover effect, congestion costs, theory of exploitation.
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La sociedad actual, intensamente urbanizada, produce formas de vida en las que 
la movilidad es una constante. Al tiempo que asistimos a una dinámica incesante de 
crecimiento de las ciudades, se fomenta la aparición de áreas urbanas basadas en 
asentamientos residenciales y ocupacionales que modifican el funcionamiento de las 
entidades locales, diferenciándose los lugares de trabajo, de ocio y de habitación. 
Sobre esta realidad se ha ido construyendo un territorio «relacional» que plantea, 
entre sus mayores desafíos, el de encontrar la manera de encajar efectivamente los 
ámbitos de los beneficiarios, los decisores y los contribuyentes. En estas condiciones, 
es evidente que el tamaño territorial municipal no se corresponde con las áreas de 
atracción de los bienes públicos locales ofrecidos por cada entidad, ni alberga, en-
tonces, la totalidad de las zonas de uso. El mapa jurisdiccional determina solamente 
circunscripciones de imposición para los residentes, pero no así las de consumo e 
imposición sobre los beneficios obtenidos para los free-rider. Se modifica el funcio-
namiento de las entidades locales, constatándose —en muchos casos— la teoría de la 
explotación o, lo que es lo mismo, el incremento de las cargas a las que ha de hacer 
frente la ciudad centro tradicional, sin que se produzca un aumento de sus recursos 
(Greene et al., 1977; Margolis, 1957).
2. Revisión teórica
2.1. La teoría de la explotación
Llevamos andado algo más de medio siglo desde que Samuelson (1954) intro-
dujo el concepto de bien colectivo en su estudio del equilibrio general de los siste-
mas económicos, lo que junto con la concepción de hacienda múltiple de Musgrave 
(1959), sienta las bases de la teoría del federalismo fiscal, completada con el Modelo 
de Tiebout (1956), la Teoría Económica de los Clubs de Buchanan (1965) y el Teore-
ma de la Descentralización de Oates (1972, 2004), entre otros. La apreciación de la 
importancia que la descentralización adquiere, obliga a examinar el significado del 
término, distinguiéndose dos tipos diferentes (Bird, 1996; Porto, 2002): la descentra-
lización por delegación, situación en la cual los gobiernos locales ejecutan funciones 
propias de otros niveles de gobierno; y la descentralización por devolución, basada 
en argumentos de eficiencia, y desarrollada en escenarios en los cuales los gobiernos 
locales, además de ejecutar sus políticas, poseen efectiva autoridad para decidirlas. 
La conjugación de ambos aspectos es la que inspira el presente trabajo.
La evidencia en cuanto al abanico de bienes y servicios públicos que podemos 
encontrarnos en la realidad cotidiana, tampoco permite una aproximación conceptual 
unidimensional. Si la oferta conjunta y el consumo no rival son propiedades de los 
bienes colectivos, éstas no están presentes siempre. A menudo, los bienes y servicios 
locales pertenecen a la llamada categoría de impuros, incumpliendo, por tanto, una 
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de las condiciones determinantes anteriores, la no rivalidad en el consumo, al estar 
sujetos a algún tipo de exclusión respecto a los beneficiarios.
Podemos afirmar, pues, que los bienes públicos locales no son puros en cuanto 
están sometidos a efectos de desbordamientos geográficos, frecuentes en la economía 
urbana. Resulta evidente que los beneficios de algunas actividades trascienden el lí-
mite de la jurisdicción y, ante tal circunstancia, es probable que el nivel de provisión 
sea insuficiente o subóptimo. Si tenemos en cuenta, además, que en los spillover 
effects influye notoriamente la proximidad, lo más probable es que éstos lleven apa-
rejados costes de congestión. Así, a menudo, se identifica una carga suplementaria 
para el municipio que posee el equipamiento de centralidad que, ante la ausencia de 
mecanismos de perecuación adecuados, es «explotado» por los usuarios foráneos de 
sus bienes y servicios (Blankart y Borck, 2004).
El conjunto de interdependencias externas al sistema de precios entrañan la no in-
dependencia de distintas funciones de preferencia, de tal manera que se crean «gaps» 
entre los beneficios y los costes privados y sus correlativos de naturaleza pública. 
Se trata, pues, de externalidades cuya presencia vuelve ineficiente la asignación de 
recursos (Bator, 1958; Caramés, 2004).
Son muchas las tesis que defienden que las ciudades centrales sostienen al ha-
bitante suburbano que ocupa sus calles, demanda sus servicios, y luego se traslada 
fuera de sus límites a su propiedad residencial, que no es gravada para pagar estos 
servicios públicos (Caramés, 1981; Margolis, 1957).
Sin embargo, esta tesis conviene matizarla. En efecto, el nivel de gasto de los nú-
cleos centrales va a depender, en muchos casos, del tamaño de la población aglome-
rada que, a menudo, incrementa los gastos de funcionamiento, pero esto no siempre 
implica explotación. Es más, en determinados países, la disparidad de renta entre el 
centro y la periferia es tal que algunos autores identifican esta realidad como redistri-
butiva. Así lo ponen en evidencia estudios como el de Hawkins y Ihrke (1999) 1, que 
afirman que «las ciudades centrales no soportan costes, sino más bien todo lo contra-
rio, se ven beneficiadas por los efectos derivados de las áreas circundantes. La subur-
banización no es el declive de la ciudad central, sino que otros muchos factores son 
identificados como «causantes» de estos males: la política estatal, la federal, como 
antes lo fueron la economía y la tecnología, que causaron el crecimiento de las ciuda-
des y el declive del rural». Es más, en algunos de los estudios que revisan, concluyen 
que se podría estar hablando de la explotación de los suburbios por la ciudad.
1 Véase Hawkins y Ihrke (1999), que en su trabajo «Reexaminig the suburban exploitation. Thesis 
in American metropolitan areas» hacen una revisión de 18 estudios coste-beneficio, de los cuales ocho, 
muestran que los suburbios generan un beneficio neto para las ciudades, cuatro que los suburbios reem-
bolsan los costes que imponen a las ciudades y tan sólo encuentran evidencias de explotación en los otros 
seis. Es decir, en 2/3 de los estudios revisados concluyen que los suburbios no sólo no perjudican, sino que 
incluso benefician a la ciudad centro. La extensa literatura empírica que estudia los costes de centralidad 
es una «promoción de la visión de que los suburbios son perjudiciales para la ciudad central, sin que los 
argumentos utilizados para ello sean probados», concluyen. Otra implicación que encuentran en su revi-
sión es la evidencia de que en algunas áreas metropolitanas son más los commuter que salen que los que 
entran, por lo que podrían hablar de explotación de la ciudad a los suburbios. 
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A pesar de estos resultados, que pueden ser ciertos para algunos casos muy con-
cretos, en general, parece haber evidencias de todo lo contrario. Siguiendo con esta 
tesis, desarrollaremos, en primer lugar, una revisión teórica acerca de la extensa lite-
ratura al respecto, para pasar en el siguiente apartado al estudio de un caso concreto. 
En él, la intención es testar la existencia de costes de centralidad, más concretamente, 
costes de capitalidad, en la ciudad de Santiago de Compostela, así como su cuanti-
ficación.
2.2. Las cargas de centralidad
La evidencia de que la fragmentación administrativa y la movilidad interjuris-
diccional derivan en una toma de decisiones locales que son beneficiosas —o perju-
diciales— no sólo para sus residentes, sino también para otros usuarios, es un hecho 
que se traduce en un incremento de costes. El déficit de funcionamiento generado 
por un equipamiento o un servicio de una ciudad centro, si presenta un carácter 
excepcional o único a escala de una aglomeración, o un modo específico de fun-
cionamiento de grandes ciudades —biblioteca central, museos, etc.—, nos lleva a 
identificar estas cargas. Una noción completa viene dada no sólo por el uso, sino 
también por los efectos de desbordamiento que se producen. El concepto de exter-
nalidad es una herramienta útil para estudiar la congestión en un contexto general. 
Ésta surge cuando los individuos no asumen el verdadero coste social de alguna de 
sus acciones (Arnott, et al., 1994), originándose —como consecuencia inmediata— 
costes de congestión. Como hemos señalado, al recibir los municipios-centro una 
porción importante de «usuarios» de los servicios públicos, cuya oferta está pensada 
exclusivamente para los ciudadanos de la jurisdicción, se congestionan las calles, 
los servicios, etc., de tal manera que se produce un coste adicional para aquel que 
los presta y, consecuentemente, un ahorro para el que «exporta» usuarios. Veámoslo 
gráficamente —gráfico 1—.
Gráfico 1.  Externalidades
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El gráfico 1 representa un ejemplo de servicios locales afectos por costes de 
congestión. La curva de demanda D (o beneficio marginal) del ciudadano represen-
tativo de la provisión de un servicio público local, se antoja relativamente elástica 
con respecto al precio 2. Las curvas de coste marginal (Cma) y coste medio (Cme) se 
suponen iguales, ante la inexistencia de economías de escala.
Si consideramos dos municipios i y j (el primero es el que representa a la ciudad 
central, mientras j es un municipio tipo del área circundante) podemos encontrarnos 
con dos situaciones:
a)  En el supuesto de que no exista movilidad, los ciudadanos utilizan sólo los 
servicios públicos en su municipio de residencia, por lo que las curvas de 
Cma serían idénticas e iguales a k = constante.
b)  Mientras, si consideramos que hay movilidad del municipio j hacia el cen-
tral, i, las curvas de Cma no se comportarían igual que en el supuesto an-
terior y, además, se presentan distintas para cada jurisdicción. Así, pues, la 
curva de coste marginal para la entidad local j (Cmaj) vendría representada 
por la expresión
   a. Cmaj’ = k (1-α•n),
 i.  Donde n es la ratio residentes de j que visitan i en función de la población 
total del municipio.
ii.  α representa el efecto sobre el servicio local que genera cada «visitante» o 
«usuario externo», con respecto al que produce un residente en la jurisdic-
ción. Así, α significa un coste adicional para el municipio i, o un ahorro para 
el j —entendiendo que ambas magnitudes sean idénticas—.
Entonces, en el supuesto de partida, bajo el cual la demanda es elástica con 
respecto al precio, el nivel de provisión del bien o servicio local caerá en la juris-
dicción i hasta Qi’, y se incrementará en j hasta Qj’. El gasto en i aumenta, mientras 
que disminuye en j —esto sucede siempre que la elasticidad precio de demanda 
sea < a 1—.
La situación descrita tiene su consecuencia más inmediata en el ámbito de la con-
gestión, que se produce cuando diversos usuarios utilizan simultáneamente un mismo 
bien o servicio colectivo y se entorpecen mutuamente —tal y como hemos señala-
do—. A medida que el número de beneficiarios del servicio aumenta, su calidad dis-
minuye. Nos encontramos, pues, ante una deseconomía externa con la peculiaridad 
de que los usuarios son a la vez actores y víctimas. Como se muestra en el gráfico 2, 
la función de congestión revela que la calidad Qn+1 del servicio colectivo divisible Xn 
puede mantenerse o, incluso, mejorar limitando la demanda, aumentando la oferta, o 
bien, reorganizando su producción.
2 Si se considera que la curva de demanda es totalmente inelástica al precio de los servicios públicos, 
la curva de D se tornaría vertical, lo cual indica que la movilidad no tiene efecto alguno sobre el nivel de 
provisión de los servicios públicos locales. Sin embargo, el municipio i experimenta un coste, que vendría 
representado por el área abQi, mientras el ahorro de j sería el área acQj.
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Gráfico 2.  Función de congestión
Nos encontramos, pues, con que los efectos spillover ponen de manifiesto una 
producción subóptima, manteniéndose el oferente ajeno a los beneficios marginales 
conseguidos por las jurisdicciones vecinas, y volviéndose el terreno abonado para 
problemas de movilidad, commuters, deseconomías de escala, etc. (Caramés, 2004). 
Estas externalidades suelen afectar en mayor medida a las ciudades que ocupan un 
lugar central pero, sobre todo, si el municipio en cuestión ejerce funciones de capi-
talidad administrativa. Los costes de capitalidad introducen problemas relacionados 
con la equidad y con la eficiencia, derivados de la posible pérdida de ingresos impo-
sitivos, por la utilización de muchos espacios de la ciudad central para la actividad 
administrativa —exención del pago de impuestos municipales, en detrimento de otras 
actividades que sí los pagarían—, mayor gasto en seguridad y protección civil —de-
rivados de las acciones realizadas por la administración—, necesidad de mayores 
inversiones de mejora urbanística y mantenimiento en espacios públicos de zonas 
adyacentes a edificios autonómicos o centrales, gastos de protección del patrimonio 
histórico, etcétera.
Sin obviar los resultados del mencionado estudio de Hawkins y Ihrke, compro-
bamos que estos costes a los que hemos hecho referencia, no son compensados por 
los ingresos adicionales que los «visitantes» ocasionan, directa o indirectamente, en 
el municipio central. De hecho, los estudios empíricos más relevantes al respecto 
demuestran que «el efecto recuperación no está claro» y los costes de capitalidad son 
siempre mayores a los potenciales ingresos generados por la actividad económica 
adicional (Greene et al., 1977; Ladd y Yinger, 1994; Chernick y Tkachera, 2002; 
Chernick, 2002).
3. El modelo
Un repaso sobre estas teorías de la «explotación» nos lleva a detenernos en el 
análisis de Haughwout e Inman, que tratan de responder a la siguiente pregunta: 
¿deberían los suburbios financiar servicios de la ciudad central? Los argumentos de 
partida son los relacionados con la existencia de bienes y servicios de centralidad, 
la necesidad de que los habitantes surburbanos contribuyan con las necesidades re-
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distributivas de la ciudad central, o bien el argumento basado en la dependencia de 
los suburbios del crecimiento económico del centro. Es decir, parten del supuesto 
que indica que la debilidad económica de la ciudad central causa una fragilidad en 
los suburbios, y una de las causas centrales de esta débil economía de la ciudad es, 
precisamente, el declive de las finanzas públicas. Así, pues, siguiendo esta línea ar-
gumental, los costes que introduce la movilidad en la administración pública llevan 
aparejado un deterioro económico de la ciudad central, con el consiguiente declive de 
las áreas circundantes. O, lo que es lo mismo, el análisis empírico concluye que las 
instituciones fiscales de las ciudades centrales ofrecen un potencial importante como 
explicación causal de las correlaciones entre las ciudades y los suburbios.
En el mismo sentido apuntan los resultados del trabajo de Solé y Viladecans 
(2003), quienes, utilizando datos de 28 áreas metropolitanas españolas para el perio-
do 1992-2001, determinan que el stock de capital de la ciudad central promueve el 
crecimiento no sólo de esta urbe, sino también de los suburbios. Tomando como refe-
rencia la literatura relativa a la explotación fiscal, tratan de evidenciar la existencia de 
spillovers, pero no sólo desde el punto de vista cualitativo, sino también cuantitativo 
—tal y como lo habían hecho Greene y otros (1977), en la cuantificación de los bene-
ficios y la exportación fiscal en Washington, y Hawghwout (1999), con los resultados 
ya expuestos—. Similar en el propósito y en los métodos, Solé y Viladecans (2003) 
concluyen la existencia de costes de centralidad para las áreas estudiadas, cuantifi-
cando el efecto de los suburbios sobre el coste de los servicios que ofrece la ciudad 
central.
Siguiendo esta línea, nuestro propósito es, precisamente, estudiar y cuantificar los 
costes de centralidad para el área de Santiago de Compostela, así como determinar 
si, además, su condición de capital de la Comunidad Autónoma gallega supone una 
carga adicional. Partimos para ello de un modelo general, a través del cual tratamos 
de testar el impacto que supone para los municipios capitales de CCAA las «visitas» 
de los commuter, en los bienes y servicios públicos locales (BSPL).
Basándonos en los modelos de Greene et al. (1977), Chernick (2002), Sánchez y 
Solé (2005) y Solé (2006), el resultado que obtenemos en nuestra estimación es que 
los «visitantes» generan una carga importante sobre el gasto municipal en bienes y 
servicios (y decimos el gasto, porque es la variable proxy que utilizamos, ante la falta 
de datos correspondientes al coste). Si consideramos a un ciudadano municipal, cuya 
función de utilidad representativa 3 de un área concreta es la siguiente:
 U (ai, qi, pi) (1)
ai, representa el consumo de bienes y servicios privados por parte del ciudadano, 
qi, el nivel de provisión de los bienes y servicios públicos locales (BSPL), y pi las 
preferencias representadas por la edad, el nivel medio de estudios, la demanda de 
ocio, etcétera.
3 Podemos considerar la función de utilidad como representativa, dada la homogeneidad de las pre-
ferencias de los ciudadanos de un área concreta.
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El nivel de provisión de los BSPL, viene reflejado por la siguiente expresión:
 qi, = q (Gi, Ni, Ki ) (2)
Gi es el gasto de las entidades locales en la prestación de BSPL, Ni- el número de 
usuarios del bien o servicio y Ki el conjunto de variables que afectan al coste de la 
prestación del servicio.
En base a los datos de que disponemos, hemos definido Ni- como:
 Ni- = Ni + α1n + α2Vi + α3Ai (3)
donde Ni son los residentes del municipio i, n representa el peso que tienen los «vi-
sitantes» externos procedentes de las jurisdicciones j en la población de i, Vi son los 
commuter que trabajan en el sector privado del municipio i, mientras que Ai son los 
empleados de la AAPP no municipal en i. Finalmente, α, mide el impacto que los 
visitantes tienen sobre el coste municipal en la prestación de BSPL.
La información de la que disponemos nos aproxima al dato del número de «vi-
sitantes», por razones de ocio, de trabajo y si son empleados del sector público o 
del sector privado de la economía; lo que no tenemos, sin embargo, son las cifras 
concretas acerca de los niveles de coste que generan 4. Así, pues, suponiendo que 
las entidades locales buscan maximizar la utilidad de sus ciudadanos, teniendo en 
cuenta la relación entre los costes y los resultados, tomamos en consideración la 
función de utilidad de un ciudadano representativo, sujeta a la restricción presu-
puestaria local.
 Max U(ai, qi, pi) (4)
 s.a. yi = ai + (Gi – Ti) tsi
donde Gi representa el gasto público local, Ti son las transferencias procedentes de 
otros niveles de gobierno, así como otros ingresos no tributarios y ts, que representa 
el tax-share.
Los resultados del proceso de maximización nos llevan a la siguiente función de 
gasto:
 Gi = f (Ni + α1n + α2Vi + α3Ai; Ki; tsi, yi + Tits ; Pi) (5)
Suponiendo que las funciones son log-lineales, la estimación propuesta propor-
ciona resultados significativos, de donde se deduce que el impacto o la carga que ge-
neran los visitantes es relevante para los municipios centrales españoles que, además, 
son capital de la Comunidad Autónoma. Constatamos también que son mayores las 
cargas que generan los funcionarios de la administración pública, que las de aquellos 
trabajadores que pertenecen al sector privado de la economía.
4 Deberíamos utilizar, al igual que se hace en la mayor parte de los estudios señalados, la variable 
proxy del gasto local en bienes y servicios, pero también carecemos de esta información relativa al nivel 
de provisión para cada uno de ellos.
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Así, una primera conclusión del estudio nos lleva a afirmar que existen costes 
de centralidad que, si bien se pueden ver compensados relativamente por una recau-
dación adicional de algunos impuestos locales, sabemos también que está ligada al 
tipo de municipio del que hablemos, con lo que, salvo en aquellos municipios que 
tienen reconocida una financiación especial procedente de otros niveles de gobierno, 
los costes no se verán compensados por estos ingresos adicionales. Más aún, cuando 
sabemos que más del 90% de las actividades económicas de nuestro país están exen-
tas del IAE, que la actividad directamente relacionada con la administración conlleva 
exenciones relativas al pago del IBI, impuesto sobre vehículos de tracción mecánica, 
etcétera.
3.1.  Costes de capitalidad. Estudio de un caso: Santiago  
de Compostela
La Galicia contemporánea ocupa buena parte del territorio histórico de la pro-
vincia romana de la Gallaecia, donde se asentó uno de los primeros reinos de Oc-
cidente. La designación de Santiago de Compostela como sede de las instituciones 
autonómicas, por la Ley de Galicia 1/1982, de 24 de junio, supuso un hito que vino 
a añadir a la tradicional dinámica de la ciudad, la necesidad de afrontar nuevos retos, 
particularmente en relación con la prestación de servicios públicos, así como con la 
implantación de dotaciones y equipamientos, directamente determinados por la pre-
sencia de las instituciones autonómicas en el término municipal.
En el trabajo que prosigue, procedemos al cálculo de esas y otras cargas deriva-
das del establecimiento de una serie de servicios y su mantenimiento, correspondien-
tes, como ya hemos señalado, a la utilización de Santiago como espacio físico de las 
instituciones de gobierno autonómico.
Hablamos así del coste de oportunidad, o aquel relativo a la reserva de terrenos 
institucionales, exenciones tributarias de edificios y vehículos oficiales, inherentes a 
la capitalidad; los costes de congestión, que se generan a raíz de la entrada en la ciu-
dad de vehículos cuyos ocupantes se desplazan a la urbe central —bien por razones 
de trabajo, bien para la realización de trámites burocrático-administrativos, etc.—, 
los costes derivados de la presencia en Compostela de distintas representaciones di-
plomáticas, servicios municipales de protocolo, los costes relacionados con la con-
servación y rehabilitación del patrimonio histórico-monumental, así como las obli-
gaciones que la propia Ley de Capitalidad le atribuye: la seguridad ciudadana, la 
normalización, potenciación y uso del idioma gallego, entre otros.
3.1.1. Coste de oportunidad
Partiendo de la evidencia de la existencia de «costes de capitalidad», a la hora de 
proceder a su cálculo, echamos mano de un concepto económico imprescindible, cual 
es el de los costes de oportunidad.
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Si entendemos por coste de oportunidad el valor de la mejor opción a la que se 
renuncia cuando se realiza una elección, hemos considerado oportuno, en primer lu-
gar, el cálculo del coste relativo a la necesidad de la ciudad de reservar en el Plan Ge-
neral de Ordenación Urbana, el espacio físico necesario para permitir la instalación 
de edificios autonómicos, estatales e internacionales, lo que supone la imposibilidad 
de destinar estos terrenos a otros usos alternativos. Más concretamente, el coste de 
oportunidad relativo a la pérdida de ingresos impositivos derivados de esta renuncia. 
El cálculo de la carga la obtenemos aplicando el tipo de gravamen del IBI a la esti-
mación del valor catastral —del uso más habitual— de las reservas de áreas terciarias 
previstas en el Plan General de Ordenación Urbana, capaces de acoger necesidades 
de suelo institucional público inherente a las funciones de capitalidad.
Hemos de tener en cuenta que, además del goce de exención en el IBI de aquellos 
bienes que «sean propiedad del Estado, las Comunidades Autónomas,...», la Ley Re-
guladora de Haciendas Locales establece también la exención correspondiente a los 
vehículos de tracción mecánica que pertenecen a la flota de la Comunidad Autónoma, 
del Estado, de las representaciones consulares y, de manera inseparable, las exencio-
nes por vados de aparcamiento que se conceden a estas instituciones.
3.1.2. Costes de congestión
En otro plano, y sin despreciar la importancia de los costes anteriores, los más 
relevantes, sin duda, son los relativos a las externalidades de congestión. Hemos ela-
borado un estudio detallado de los servicios municipales compostelanos susceptibles 
de congestionarse, y hemos llegado a la conclusión de que las infraestructuras viarias 
y de aparcamiento son las que revelan estas cargas de manera más significativa.
El objetivo de todo sistema viario es el de satisfacer la demanda, mediante la 
provisión de una oferta adecuada. Los servicios de transporte surgen de la necesidad 
de los individuos de realizar actividades que implican desplazamientos: ir al trabajo, 
llevar los niños al colegio, ir al teatro, al médico, etc. Esta demanda es derivada, no 
se consume per se, sino con el objeto de realizar alguna actividad localizada, reali-
zándose viajes por múltiples motivos, a distintas horas del día y de modos diversos. 
Por lo que respecta a la oferta, sabemos que ésta no puede ser almacenada para ser 
entregada en periodos de mayor demanda. Esta circunstancia deriva en el habitual 
desequilibrio entre la cantidad ofrecida y la demandada, dada la existencia de pe-
riodos con mayor nivel de demanda —horas punta— y otros con menor intensidad 
—periodos valle—, siendo, pues, imposible, el trasvase de capacidad de un momento 
a otro.
El transporte de pasajeros en áreas urbanas constituye un problema cada vez 
más importante en nuestra sociedad. En los últimos años ha quedado patente que la 
construcción de infraestructuras, o la ampliación de las vías existentes, no son solu-
ciones adecuadas a este problema, sino más bien parecen radicar en un ejercicio de 
planificación que permita optimizar la utilización de recursos comunes, otorgando 
incentivos al uso del transporte público, para intentar paliar los efectos concomitan-
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tes que produce la práctica diaria del sistema de transporte: congestión, accidentes, 
contaminación, etcétera.
La acusada entropía territorial generada por las dinámicas inherentes a la capi-
talidad causa también graves problemas, que se suman a los que presenta cualquier 
municipio urbano. Los más importantes se derivan del aumento del transporte por 
carretera, sobre todo en vehículo privado, lo que da lugar a externalidades negativas 
que incrementan los costes del transporte por encima de su nivel óptimo. Una es-
timación conservadora para los países europeos los sitúa alrededor de un 4,5% del 
PIB (Matas, 2004), siendo la congestión el componente más importante —un 2% 
aproximadamente—, seguido de los costes externos causados por los accidentes de 
tráfico —un 1,5%— y la contaminación. Hemos estimado los costes de congestión 
originados por el tráfico, a consecuencia de la mayor demanda de movilidad propi-
ciada tanto por los trabajadores de los servicios centrales del gobierno de Galicia, 
como por los ciudadanos, que cada día se desplazan a la capital para la realización 
de gestiones relacionadas con la administración regional. Para ello cuantificamos el 
coste marginal social derivado de la entrada de los vehículos, sean éstos públicos o 
privados.
La teoría económica nos dice que existen diferencias entre los costes privados 
de utilización de infraestructuras y los costes sociales. Sin embargo, no es fácil su 
traducción en cifras, pues nos encontramos con numerosos obstáculos: el primero 
de ellos, y quizás el más importante, consiste en la determinación de los costes 
marginales relevantes a incluir en la valoración del tiempo perdido a causa de la 
congestión, los relacionados con la contaminación, el ruido, los mayores riesgos de 
accidentes, etc. En segundo lugar, la cuestión radica en la cuantificación de dichas 
cargas.
Tomando como referencia los trabajos de Glaister y Lewis (1978), Small (1983), 
Viton (1983), Bös (1985) y De Borger et al. (1996), desarrollamos un modelo de 
equilibrio estático parcial, considerando un individuo tipo que utiliza la red viaria ur-
bana. Para ello asumimos que la localización de los ciudadanos y las infraestructuras 
vienen dadas y, a partir de aquí, tratamos de obtener una valoración del precio óptimo 
de congestión, a través de la cuantificación de la distancia vertical entre la curva de 
coste social y la curva de coste privado —representadas en el gráfico 3—, o, lo que es 
lo mismo, a través de la cuantificación del «peaje» óptimo a cobrar.
Así, si sabemos que la demanda por el uso de las infraestructuras viarias es una 
función negativa del coste privado, el equilibrio particular se produce en el punto 
E, donde se cortan la curva de demanda y el citado coste privado. Sin embargo, la 
eficiencia no se alcanza aquí, sino en el punto H, donde el beneficio de un viaje adi-
cional iguala el coste social y no exclusivamente el privado. En E, el precio del viaje 
está infravalorado por los usuarios de las infraestructuras viarias, al no considerar los 
costes de congestión. En consecuencia, el uso del bien público está sobredimensiona-
do, representando gráficamente la pérdida de eficiencia por el área HBE.
Por tanto, a través del cálculo del impuesto pigouviano que daría una solución al 
problema de la congestión, el paso siguiente consiste en calcular el «peaje óptimo» a 
03-CADAVAL.indd   61 27/10/11   17:31:09
62 Cadaval, M.
cobrar a los usuarios, de tal manera que internalicen la externalidad causada, trasla-
dando las decisiones individuales y privadas al óptimo desde el punto de vista social 
(gráficamente medido por la distancia vertical entre la curva de coste social y la de 
coste privado, en el punto H) (Arnott, et al., 1994).
Para la aplicación empírica del modelo distinguimos dos tipos de transpor-
te: el transporte privado (con notación 1) y el público —autobús (que señalamos 
con 2)—.
Definimos la función de utilidad de los t usuarios de las infraestructuras viarias 
(Ut) de acuerdo con su utilización —numerario que denotamos por xt—, y teniendo en 
cuenta los dos tipos de transporte que contemplamos, siendo xti i = 1,2 los kilómetros 
recorridos por cada individuo en vehículo privado y público, respectivamente, así 
como los demás efectos asociados a las externalidades:
Ut % Ut(X, Y, X, NA ) (6)
Ut % Ut(xt, x
i
t, y
i, C, NAi) O i % 1,2 (7)
a
donde yi representa la velocidad media de cada uno de los transportes; C es el indi-
cador del nivel de contaminación; y NA el número de accidentes de tráfico. Rela-
cionamos las variables introducidas en el modelo con el volumen de vehículos de la 
siguiente manera:
—  Se establece una relación negativa entre la velocidad media y el número de 
vehículos (Q)





Gráfico 3.  Costes de congestión
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—  La correspondencia vehículo/Km., ocupante/Km. la asumimos constante, en 
función de las ratios establecidas para pasajeros por coche (Xi) privado (1,6) 
y transporte público (40) 5
Qi % Qi(X i) O i % 1,2 (9)
a
—  El nivel de contaminación ambiental se define como una relación positiva del 
número de desplazamientos:
—  El número de accidentes es concebido como una función creciente del volu-
men de tráfico





Una vez especificadas las variables del modelo, definimos la función indirecta de 
utilidad como sigue:
Vt % Vt(P, p1, p2, Wt, y
1, y2, C, NA1, NA2) O t (12)
a
donde Wt representa la renta individual y pi el precio relacionado con cada servicio de 





1, p2, X1, X2, ut) O i, t (13)
a
Resolviendo la ecuación indirecta de utilidad para Wt, obtenemos la función in-
dividual de gasto:
gt % gt(P, p
i, Xi, ut) O i % 1,2 (14)
a
Usando los resultados logrados por King (1986), llegamos a determinar el efecto 












5 Valores obtenidos a través de una muestra tomada en las cuatro entradas principales de vehículos 
a la ciudad.
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Asumimos igualmente que los costes asociados con el transporte están en fun-
ción del número de vehículos y pasajeros por Km., (Ci = Ci (Qi , Xi ) , representando la 
suma de los costes fijos y variables del transporte público como FC.
donde W es una función de bienestar social de tipo Bergson-Samuelson. Derivando 
con respecto a p, utilizando la identidad de Roy y los resultados de King, obtenemos 






XijB!(1!j) C. ;i%1, 2
Lci
LXi





representando Xji el efecto del incremento de precio en el servicio de transporte j en 
la demanda agregada para el tráfico de tipo i, mientras que σt representa la utilidad 










La función de demanda agregada que hemos considerado para los distintos tipos 
de transporte (Xi), viene determinada por una función loglineal, que incluye los pre-
cios relevantes (pi) y la velocidad media para cada uno de ellos (yi):
Xi % a i expC ;j%1, 2 g ij ln (p j ) ! q ij ln (yi)D (19)
a
siendo ηij  la elasticidad-precio de demanda, que suponemos constante, y τij  la elastici-
dad de demanda con respecto a la velocidad. Del estudio de la realidad compostelana, 
hemos determinado que τji es de 0,8 para el transporte público, y de 0,2 para el caso 
de los vehículos privados.
A partir de aquí calculamos los costes marginales de congestión al computar, en 
primer lugar, el tiempo perdido por los usuarios de la carretera como consecuencia 
de la incorporación de un vehículo adicional por Km. de vía, para, a continuación, 
relacionarlo con la composición del tráfico y los valores que los usuarios del trans-
porte público y privado dan a su tiempo. La relación entre el número de vehículos 
equivalentes Km/h (VE) y la velocidad media (y) se establece de manera parabólica 
como sigue:
VE % b1 ! b2 y . b3 y
2 (20)
a
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si invertimos esta relación y seleccionamos su raíz positiva, derivando con respecto 
a VE, podremos calcular el tiempo «extra» necesario para recorrer un kilómetro (Hi), 
habiendo determinado que la velocidad media de un autobús es el 77% de la que 
alcanzan los vehículos privados:
H · X 1 · 13,79 ! H/0,77 · X2 · 7,38 (21)
a
donde X1 representa el número de usuarios/Km. de los coches, mientras que X2 son los 
viajeros que utilizan el transporte público. El valor de los tiempos utilizados para cada 
modalidad se obtiene de una encuesta elaborada entre una muestra significativa de los 
usuarios, combinada con los valores actuales que establece el Ministerio de Obras 
Públicas y Transporte. De tal manera que el cálculo estimado del valor que los viaje-
ros otorgan a cada hora perdida en los desplazamientos privados es de 13,79 6 euros, 
mientras que son 7,38 euros la hora de aquellos que utilizan el autobús (De Borger 
et al., 1998). Una vez que aplicamos estas observaciones al modelo expuesto, obte-
nemos el resultado del coste marginal del tiempo empleado en los desplazamientos, 
debido a la ocupación de las vías por la movilidad relacionada con la capitalidad.
Junto con éstos, los costes de contaminación tienen una importancia innegable 
en las cargas sociales de congestión. De ello nos da una idea el elevado nivel de cir-
culación que se atisba, ya que por la red española de carreteras se mueven cada año 
más de 14 millones de vehículos, que emiten a la atmósfera 51 millones de toneladas 
de dióxido de carbono, dos millones y medio de monóxido de carbono, 531.000 de 
óxido de nitrógeno, 491.000 de compuestos orgánicos volátiles, 75.000 de dióxido 
de azufre, 36.000 de partículas sólidas, 3.000 de plomo, 11.000 de metano y 425 de 
amoniaco 7. Además, no podemos olvidar que para realizar un cálculo completo de 
los costes de contaminación, debemos incluir también los efectos que producen los 
líquidos utilizados durante la vida del automóvil y que, si no se extraen cuando se 
desguaza, pueden producir vertidos contaminantes: líquido de frenos, ácidos de las 
baterías, gas CFC o su sustituto, HFC —que tiene un potencial de recalentamiento 
global de la atmósfera 3.200 veces el dióxido de carbono—, los aceites lubricantes, 
etcétera.
Para la determinación de los costes externos de la contaminación en el transporte, 
procedemos calculando, en primer lugar, las emisiones de gases contaminantes de 
los vehículos por kilómetro que recorre para, posteriormente, efectuar una valoración 
monetaria de las mismas. El primer problema con el que nos topamos reside, preci-
samente, en la medición de los efectos marginales de emisión, aunque no menos im-
portante es la dificultad existente para discernir entre las emisiones que realizan los 
vehículos nuevos y los antiguos. Para el cómputo de esta carga hemos tomado como 
6 Ministerio de Obras Publicas y Transporte (1992): Estudio sobre los sistemas que gravan la utili-
zación de la red viaria, Mimeo, cuyos datos se han actualizado para el año 2008.
7 El tráfico motorizado es responsable del 81,7% de la emisión de contaminantes, frente a la indus-
tria con el 9,6% y el sector doméstico con 8,6%. Aula Verde, Consejería de Medio Ambiente. Junta de 
Andalucía.
03-CADAVAL.indd   65 27/10/11   17:31:13
66 Cadaval, M.
referencia los datos de emisiones de vehículos que se derivan de estudios diversos. 
En el caso de las cargas externas asociadas al ruido, varios estudios, entre ellos el The 
Danish National Environmental Research Institute, han determinado que el ruido da 
cuenta del 8% de los costes totales relacionados con el tráfico. A pesar de ello, hemos 
considerado relativamente despreciable el efecto del incremento del ruido producido 
por un vehículo unitario adicional, adoptando el criterio de considerar relevantes sólo 
los costes marginales de contaminación acústica causados por el incremento de ruido 
producido por los autobuses.
Además, es un hecho reiterado que los accidentes de tráfico se sucedan sin solu-
ción aparente. En trabajos realizados para la Unión Europea 8, en términos absolutos, 
los costes sociales del tráfico viario se sitúan en torno al 0,5% del PIB. En valores 
monetarios, los costes medios anuales se cifran en 15.000 millones de euros, cuando se 
computan los gastos médicos, administrativos e indemnización, y en 30.000 millones 
más las pérdidas de productividad de las personas fallecidas. Para España, por ejem-
plo, el coste económico de los accidentes de tráfico asciende a 24 millones de euros 
diarios, sin computar lo que cuesta mantener a las personas con lesiones graves o irre-
cuperables, una cantidad ésta semejante a la que ingresamos anualmente por turismo.
No sería aceptable realizar un estudio como éste sin tener en cuenta los costes 
relativos a los accidentes de tráfico. Para su cálculo en términos marginales hemos 
utilizado los precios sombra, considerando no sólo el incremento del riesgo que in-
troduce un vehículo adicional para los usuarios del automóvil, sino también el que 
representa para los otros beneficiarios de las infraestructuras viarias, como pueden 
ser los peatones y otros vehículos como bicicletas, ciclomotores, etc. Para ello pro-
cedemos a cuantificar el coste en términos de capital humano perdido, derivado de 
las muertes y de los heridos, distinguiendo entre el incremento marginal del riesgo 
de muerte o heridas que se producen en los ocupantes de los vehículos que circulan 
por la vía, como también para los usuarios de las infraestructuras como peatones o 
vehículos sin motor (Jones-Lee, 1990).
Cuadro 1.  Resumen de los costes de congestión en el tráfico ocasionados  








1. Coste marginal de congestión (tiempo) 205.256  5.286 210.542
2. Coste contaminación  79.084  6.102  85.186
3. Coste de ruido Irrelevante 20.739  20.739
4. Coste de accidentes 216.807 19.618 236.426
Total 501.146 51.745 552.893
8 COM (1994).
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A la vista de los datos, queda patente la problemática situación del tráfico —en 
sus facetas de movilidad y accesibilidad—, relacionada con los aumentos de vehí-
culos motorizados privados, la infrautilización y el deficiente servicio de transporte 
colectivo, congestión puntual en los accesos, etc. La movilidad interna se caracteriza 
por episodios diarios de retenciones y congestión —como consecuencia del desmesu-
rado tráfico exterior que acoge—, constituyéndose las insuficiencias estructurales del 
sistema viario interno, los incrementos en el parque automovilístico y la tendencia a 
los movimientos originados por las funciones de capitalidad, en elementos que em-
pujan a favor de la congestión, y que suponen serias amenazas para el mantenimiento 
de una óptima eficiencia del sistema de comunicaciones. Los intentos recientes de 
resolución de los fenómenos congestivos en los accesos, basados en la implanta-
ción de nuevas infraestructuras viarias, ejemplifican los elevados costes económicos, 
ambientales y sociales derivados de la exacerbación de la movilidad, planteando la 
necesidad de abordar políticas combinadas de planificación en el transporte.
3.1.3. Otros costes
Seguridad
Siguiendo el mandato del Estatuto de Autonomía y, a tenor de lo establecido en 
el art. 24.1 de la Ley 4/2002, de 25 de julio, de Capitalidad, el Ayuntamiento de San-
tiago de Compostela debe velar por la seguridad pública en los actos protocolarios 
oficiales que se celebren en la ciudad. Como consecuencia de ese carácter central, la 
ciudad compostelana se ve obligada a asumir, junto con otras instituciones, la respon-
sabilidad en materia de seguridad pública referida —directa o indirectamente— a su 
condición de capital de Galicia.
Con el fin de cubrir con idoneidad estos servicios, consideramos necesario un 
incremento de plantilla de los cuerpos de seguridad locales, lo que eleva el coste ha-
bitual de este servicio en cerca de tres millones de euros, a lo que habría que añadir 
el gasto adicional en protección civil 9.
Idioma
La lengua es un elemento fundamental de la formación y la personalidad nacio-
nal de cada pueblo, un instrumento básico de comunicación, integración y cohesión 
social de los ciudadanos, con independencia de su origen geográfico. El art. 3 de la 
Constitución española determina que el castellano es la lengua oficial del Estado 
español, a la vez que las demás lenguas españolas serán también oficiales en las res-
pectivas Comunidades Autónomas de acuerdo con sus estatutos. El art. 5 del Estatuto 
de Galicia garantiza la igualdad del gallego y del castellano como lenguas oficiales 
9 Hemos utilizado datos proporcionados directamente por la policía local de Santiago de Com-
postela.
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y asegura la normalización del gallego como lengua propia. Es por todos conocido 
que las actuaciones en materia lingüística se consideran un servicio público regional, 
a proveer y regular por la CCAA. Sin embargo, tal y como se recoge en el texto del 
Estatuto 10, corresponde a la ciudad del Apóstol una labor adicional en esta materia, 
por encima de la que tienen los demás municipios gallegos. A ella han de dedicarse, 
entonces, más recursos de los que destinan a gastos de normalización lingüística sus 
homólogos.
Patrimonio
La ciudad del Apóstol, declarada Patrimonio de la Humanidad por la UNESCO, 
constituye un obligado punto de referencia cultural más allá del ámbito puramente 
local. Compostela es una ciudad emblemática, con dimensión internacional. La ciu-
dad antigua está repleta, casi sin solución de continuidad, de edificios singulares de 
alto valor histórico y artístico. El mantenimiento de todo ello requiere una especial 
atención y unos elevados costes de conservación y rehabilitación del patrimonio his-
tórico y cultural. Pero, además, la dignidad que Santiago adquiere como capital de 
Galicia exige que estas tareas se lleven a cabo sistemáticamente, cuidando la calidad 
de las intervenciones y siendo necesario, por tanto, que la administración autonómica 
contribuya a su financiación.
Teniendo en cuenta la serie histórica de gastos de rehabilitación y conservación 
del casco histórico en los últimos ejercicios, así como un cálculo de necesidades futu-
ras —con base en datos procedentes de los servicios de rehabilitación—, estimamos 
este coste.
Turismo
Finalmente, cabe hacer referencia a que el esfuerzo que realiza el ayuntamiento 
en la proyección y difusión de la imagen de Santiago de Compostela —a nivel nacio-
nal e internacional— proporciona evidentes externalidades positivas sobre el sector 
turístico gallego en su conjunto, por lo que adquiere sentido que las cargas de la pro-
moción sean compartidas entre la administración local y regional.
Para la determinación de los costes con los que la CCAA debe internalizar el 
efecto externo generado, hemos utilizado tanto los datos presupuestarios del ayun-
tamiento, como los procedentes del Plan de Excelencia Turística y la empresa de In-
formación y Comunicación Local S. A. (INCOLSA), que hacen referencia, precisa-
mente, al cómputo de los beneficios que Santiago genera a otros municipios gallegos, 
fundamentalmente a los ubicados en la costa.
10 El art. 6.2 de Estatuto de Capitalidad establece que el municipio de Santiago de Compostela debe 
normalizar y potenciar el uso del gallego en el ámbito de sus competencias, en todos los planos de la vida 
pública, cultural e informativa; y en el apartado 6.3 se dice que el municipio de Santiago de Compostela, 
dentro del marco constitucional y estatutario, debe garantizar que nadie sea discriminado por causa del 
uso de las lenguas gallega o castellana.
03-CADAVAL.indd   68 27/10/11   17:31:13
La capitalidad. ¿Un coste de centralidad? Estudio de un caso 69
Cuadro 2.  Resumen cuantitativo de los costes de capitalidad
Coste oportunidad 211.110 euros/año
Costes de congestión 552.893 euros/año
Costes de seguridad en actos públicos por capitalidad 3.456.125 euros/año
Costes relacionados con la potenciación y uso del idioma propio de la 
CCAA
67.108 euros/año





En ausencia de compensación, las externalidades conducen a una transferencia 
de recursos entre colectividades. Si estos flujos resultan simétricos, es decir, si para 
cada colectividad el balance de las externalidades es equilibrado, no supondría un 
problema particular. Sin embargo, cuando hablamos de las ciudades centro y, sobre 
todo, capital, los flujos de externalidades no son recíprocos. La conclusión general 
de la literatura es que las externalidades causan divergencia entre los costes sociales 
y privados, lo que implica la adaptación de soluciones subóptimas por parte de las 
entidades.
La financiación local es un tema fundamental para la correcta prestación de bie-
nes y servicios públicos en ese ámbito. En España, la configuración del modelo terri-
torial del Estado ha dado prioridad a la creación de las Autonomías y a su financia-
ción, dejando en un segundo plano a las Entidades locales. Si bien, históricamente, 
podemos justificar esta decisión, ahora el orden debería alterarse para resolver, fun-
damentalmente, cuestiones de funcionamiento ordinario de los servicios. Más aún en 
casos singulares y específicos como es el de los municipios que, por razones ajenas a 
los mismos, asumen una serie de funciones y de tareas que no les son propias, y cuyos 
recursos ordinarios resultan insuficientes.
En este trabajo hemos tratado de calcular los costes de capitalidad asociados 
a la ciudad de Santiago de Compostela, para, de alguna manera, cuantificar la fi-
nanciación adicional con la que la CCAA ha de compensar al municipio por gastos 
que le son «impropios». Una vez expuesta la tesis general que considera que los 
costes superan a los beneficios derivados de tal estatus, hemos atendido a una no-
ción completa de los costes de capitalidad, que viene dada no sólo por las cargas 
adicionales que se producen sobre los equipamientos municipales, sino también 
por los efectos de desbordamiento sobre los bienes y servicios locales. Así, como 
resultado, estimamos que el importe por el que debería compensarse a la ciudad 
central de la Comunidad Autónoma gallega asciende, aproximadamente, a seis mi-
llones de euros que, desglosado en partidas, se corresponden, en un 50 % con los 
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costes relacionados con la seguridad pública y servicios múltiples —conservación, 
limpieza, etc.—, y el resto a los costes de oportunidad derivados de las exenciones 
impositivas, las cargas de congestión originadas por el tráfico, así como los costes 
de rehabilitación y mantenimiento de la ciudad histórica relativos a la promoción 
turística.
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